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en los procesos de independencia 


Río de la Plata, primera mitad del siglo XIX* 


e 


Alejandro Agúero”” 


Introducción 


El tema del republicanismo en el mundo hispano ha sido objeto de particular atención histo- 
riográfica en las últimas décadas. No solo se han aplicado a la región los análisis desarrollados 
precedentemente por la historiografía anglosajona, sino que también se han generado nue- 
vos enfoques buscando identificar las características comunes y distintivas de esa larga serie 
de “experimentos republicanos” acaecidos tras la crisis del orden colonial.! En este marco, los 
estudios de historia conceptual sobre los usos y sentidos del término “república” ofrecen un 
punto de partida imprescindible para comprender su posterior articulación en los lenguajes 
postrevolucionarios.? Como se sabe, la marcada polisemia del término república da lugar a 
que doctrinas, prácticas y fenómenos institucionales muy diversos caigan bajo el espectro 
temático del republicanismo. 

En el registro historiográfico predominante, los términos república y republicanismo se 
vinculan, generalmente, con la emergencia de un modelo político opuesto a la monarquía. 
Sin embargo, como se sabe, tal oposición es parte de un sentido tardío y disruptivo que solo 
se consolida tras las revoluciones norteamericana y francesa. Hasta entonces, y aun por mu- 





* Este texto se publicará también como capítulo en el siguiente libro: Ana María Parrilla Albuerne 
(coord.), Rompiendo el nudo gordiano. Régimen municipal y fiscalidad, Guatemala y México 1760-1850, Ma- 
drid: Silex Ultramar 2021 (en prensa). 

** UNC-CIJS-CONICET. 

1 Condensa de forma panorámica buena parte de estos desarrollos, Hilda Sábato, Republics of the New 
World: The Revolutionary Political Experiment in 19th-Century Latin America, Princeton University Press, 
Princeton, 2018. Para un estado de la cuestión, con diversas perspectivas sobre el tema, véanse las intro- 
ducciones y los textos reunidos en sendos dossiers coordinados por Gabriel Entin: “El republicanismo en 
el mundo hispano” Polhis, Dossier n.2 79 (febrero 2016) y “El republicanismo como problema argentino” 
Polhis Dossier n.2 117 (agosto 2020), ambos accesibles en http://www.historiapolitica.com/dossiers/. 

2 Georges Lomné, “De la “república” y otras repúblicas: La regeneración de un concepto”; Gabriel Di Me- 
glio, “República (Argentina/Rio de la Plata”; Juan Francisco Fuentes, “República — España” los tres textos 
en Javier Fernández Sebastián (dir.), Diccionario político y social del mundo iberoamericano. La era de las 
revoluciones, 1750-1850 [Iberconceptos-1], Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, Madrid, 2009, 
pp. 1253-1269, 1270-1281, 1321-1331, respectivamente. 
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cho tiempo después, monarquía y república no fueron términos necesariamente opuestos. 
En las diversas tradiciones doctrinales, república podía designar cualquier tipo de régimen 
político (monárquico, aristocrático o democrático), así como también un conjunto de valo- 
res relativos a la vida en comunidad y a las virtudes del buen ciudadano, o bien, referir a los 
caracteres sociales y territoriales de una ciudad, con independencia del régimen político ge- 
neral. De esos tres sentidos, ha sido el segundo el que ha proporcionado la principal matriz de 
análisis a los enfoques históricos sobre el republicanismo, ofreciendo una suerte de genealo- 
gía para comprender el significado emergente y disruptivo de república.3 En cierta forma, la 
dimensión valorativa que encierra dicho sentido contribuye a que, como ha sugerido Entin, 
“la sola enunciación” de la categoría republicanismo “pareciera dotar de contenido positivo a 
los argumentos sobre los que se aplica”4 

En cualquier caso, aun si se procura evitar el matiz axiológico, admitiendo que la noción 
de república se aplicó a regímenes muy diferentes entre sí y que estos no deben medirse con 
los principios democráticos actuales, los criterios que fungen como denominadores comunes 
para esa variedad de experiencias (tales como el principio de soberanía popular y los sistemas 
electorales, la ciudadanía en armas, una retórica de la igualdad y la nueva capacidad de agen- 
cia de los sectores subalternos, el papel de la opinión pública, entre otros) tienden a enfatizar 
el efecto de ruptura que el discurso republicano habría generado, más allá de “conexiones y 
continuidades” desde las primeras décadas del siglo XIX.5 

Al centrarse en el sentido emergente y disruptivo del término república, estas claves de 
lectura priorizan naturalmente el signo, si no positivo, al menos transformador, que implicó 
la adopción de un discurso republicano en la construcción de las nuevas entidades políticas. 
Por contrate, el sentido tradicional que vinculaba la república con el orden municipal parece 
desvanecerse en el tránsito de las primeras décadas del siglo XIX. Si bien es cierto que con 
el tiempo cayó en desuso, una lectura no teleológica de aquellas transformaciones requiere 
atender también a las improntas que ese antiguo sentido pudo haber dejado más allá del 
momento revolucionario y de la suerte lexical del término.* 

En este contexto, sin desconocer los quiebres que en diferentes niveles se producen con 
motivo de los procesos revolucionarios, nos interesa aquí reflexionar en torno a la proyección 
que pudo tener la antigua noción municipal de república y su articulación en las dinámicas 
jurídico-políticas en el Río de la Plata, durante la primera mitad del siglo XIX. Acotando 
nuestras observaciones a este particular escenario, retomaremos en nuestro punto de partida 
algunos estudios que destacaron el fundamento municipal del primer republicanismo, para 
rastrear luego su proyección en un contexto en el que, vale recordar, las instituciones muni- 





3 Clément Thibaud, “Pour une histoire polycentrique des républicanismes atlantiques (années 1770-an- 
nées 1880)” Revue d'histoire du XIXe siécle, n.* 56 (2018/1), p. 157. 

4 Gabriel Entin, “El republicanismo como problema argentino? Polbis, Dossier n.2 117 (2020), disponible 
en http://www.historiapolitica.com/dossiers/dossier-el-republicanismo-como-problema-argentino/. 

5 Hilda Sábato, Republics of the New World ..., pp. 54, 183 ss. y 192 ss. 

6 Sobre la posible teleología que entrañan las secuencias republicanas, C. Thibaud, “Pour une histoire 
polycentrique ..% p. 153. 
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cipales fueron abolidas a partir de la década de 1820. Necesitaremos entonces saltar el cerco 
del significante para recomponer las huellas del significado más allá del momento en el que 
la antigua asociación entre república y municipio comenzó a disolverse. 


Municipio y república en la crisis del imperio. Entre lo viejo y lo nuevo 


Como bien se sabe, uno de los usos más recurrentes de república en el lenguaje jurídico de 
la monarquía hispana era el que remitía al orden municipal. Los “oficios de república” eran 
los oficios municipales por antonomasia y se diferenciaban, así, de aquellos cuya filiación 
provenía de la jurisdicción del rey. Francgois-Xavier Guerra consideró que esa identidad entre 
república y pueblo o ciudad era una peculiaridad del castellano que, además, permitía rela- 
cionar la noción de amor a la patria con el vínculo local del ciudadano con su “patria-ciu- 
dad”? Esa pacífica y plurisecular asociación entre república y gobierno municipal fue puesta 
en entredicho a finales del siglo XVIII. En 1790, la censura española advirtió a José Ibáñez de 
la Rentería para que, en sus discursos sobre el gobierno municipal, se abstuviera de llamar 
“Republicas y Gobierno Republicano” a “los pueblos de España y su gobierno municipal” y 
que incluso evitara “hacer comparaciones del Gobierno municipal con el Gobierno Sobera- 
no de las Repúblicas”8 

A pesar del entredicho, que evidencia la creciente relevancia del nuevo sentido de repúbli- 
ca, su asociación con el orden municipal siguió operando en el discurso jurídico sin mayores 
cuestionamientos. Así, por ejemplo, un jurista de finales del antiguo régimen como Dou y 
Bassols podía explicar, en 1800, los beneficios que se derivaban de la presencia de cuerpos 
“aristocráticos y democráticos” dentro de la “perfecta constitución de la Monarquía” vincu- 
lando esos cuerpos con “la gran ventaja de las repúblicas” que consistía en que los particulares 
miraran “la causa común y publica como propia y particular”? Era también ese mismo senti- 
do municipal de república el que se ponía de manifiesto en las conocidas palabras de León de 
Arroyal que definían a la Monarquía española “como una comunidad de repúblicas presidida 
por el Soberano”, destacando así el papel esencial que desempeñaban los municipios en la 
constitución tradicional hispana.!0 


7 Francois-Xavier Guerra, La identidad republicana en la época de la independencia en Gonzalo Sánchez 
Gómez y María Emma Wills Obregón (eds.), Museo, memoria y nación. Misión de los museos nacionales para 
los ciudadanos del futuro, Instituto Colombiano de Antropología e Historia, Bogotá, 2000, p. 256. 

8 José María Portillo Valdés, Revolución de nación. Orígenes de la cultura constitucional en España, 1780-1812, 
Madrid, Centro de Estudios Políticos y Constitucionales-Boletín Oficial del Estado, Madrid, 2000, p. 54. 

2 Ramón Lázaro de Dou y Bassols, Instituciones del Derecho público general de España con noticias del particu- 
lar de Cataluña y de las principales reglas de gobierno en cualquier estado, vol. [, Oficina de don Benito García 
y compañía, Madrid, 1800, p. 18. 

10 Antonio Domínguez Ortiz, “Autonomía municipal y centralismo borbónico” en A. Domínguez Ortiz, 
En torno al municipio de la Edad Moderna, ed. y estudio preliminar Antonio Luis Cortés Peña, Centro de 
Estudios Municipales y de Cooperación Internacional, Granada, 2005, p. 69. 
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Esa misma imagen, pero percibida desde fuera, es la que parecía reflejar la Edinburgh Re- 
view hacia 1809, ponderando la fortaleza y amplitud de los poderes municipales en España, 
al punto de considerarlos como las únicas instituciones que quedarían en pie tras el cese 
definitivo de las autoridades de la monarquía y como las bases más seguras para construir 
nuevas formas de gobierno. Con este testimonio, J. C. Chiaramonte daba cuenta de lo que 
calificó como el “cimiento “municipal” de los futuros estados” en un trabajo pionero para la 
renovación historiográfica argentina.!! Sobre esos mismos cimientos, Guerra identificó un 
estrecho vínculo entre lo que designaba como una “independencia de facto” propia de las 
“repúblicas urbanas del antiguo régimen” y el “surgimiento de temas republicanos” durante 
los primeros años de los procesos de independencia.!? Años atrás, Tulio Halperín Donghi 
había señalado la capacidad del cabildo de Buenos Aires para asumirse como heredero de la 
“legitimidad colonial” y funcionar como “nexo de continuidad jurídica” ante el nuevo régi- 
men revolucionario. 13 

Una vez reconocido este primer basamento municipal, a la hora de abordar la formación 
del orden republicano, los análisis se desplazan hacia los sentidos axiológicos o disruptivos 
de república. En cierta medida, esto refleja la secuencia implícita que las tensiones del con- 
texto impusieron sobre los términos políticos. Como lo advirtió Natalio Botana, la república 
dejaba de ser la comunidad “pequeña y autosuficiente” para proyectarse sobre “grandes espa- 
cios y poblaciones numerosas”. En este sentido, el historiador argentino afirmaba que, en los 
primeros años de la revolución en el Río de la Plata, la república era “como un genio de dos 
cabezas: uno miraba hacia el pasado y el otro hacia el porvenir que delineaban las revolucio- 
nes atlánticas” Destacaba entonces la necesidad de atender a “esta combinación de lo viejo 
y lo nuevo” para comprender las características de un propósito republicano “tan esquivo 
como persistente” 14 Retomando estas premisas, más recientemente, Sábato y Ternavasio han 
sugerido que tras el “republicanismo de facto” que siguió a la crisis de la monarquía, fue 
cobrando forma “un principio revolucionario bifronte, por el cual se legitimaron tanto la 
particularidad de los cuerpos intermedios territoriales — los pueblos — como la unidad de 
la nación” Mientras el primer aspecto derivaría en la formación de provincias organizadas 
bajo el “moderno constitucionalismo liberal” el segundo daría sustento a los intentos de 





1 José Carlos Chiaramonte, Ciudades, provincias, Estados: Orígenes de la Nación Argentina (1800-1846), Ariel, 
Buenos Aires, 1997, p. 95. 

12 Frangois-Xavier Guerra, “La identidad republicana ..Z p. 263. 

15 Tulio Halperín Donghi, Revolución y guerra. Formación de una elite dirigente en la Argentina criolla, 23 ed. 
Siglo XXL Buenos Aires, 2005, p. 188. En su opinión, centrada sobre Buenos Aires, el cabildo constituía, 
sin embargo, una instancia excepcional frente al cuadro de magistraturas coloniales, ¿bidem. Véase tam- 
bién Marcela Ternavasio, Gobernar la revolución. Poderes en disputa en el Río de la Plata, 1810-1816, Siglo 
XXI, Buenos Aires, 2007, pp. 89-98. 

14 Natalio Botana, “El primer republicanismo en el Río de la Plata, 1810-1826” en Izaskun Álvarez Cuartero 
y Julio Sánchez Gómez (ed.), Visiones y revisiones de la independencia americana. La independencia de Amé- 
rica: la Constitución de Cádiz y las Constituciones Iberoamericanas, Ediciones Universidad de Salamanca, 
Salamanca, 2007, pp. 157-170, p. 162. 
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construcción de un nuevo orden político basado en una idea de nación o en una república, 
en singular, federada o confederada!S. 

Desde el punto de vista historiográfico, no faltan razones para centrar el análisis en el nue- 
vo sentido disruptivo de república. Por un lado, en el debate público de la época se observa 
la irrupción de los nuevos temas republicanos, impulsados por modelos foráneos y por la 
recuperación de tópicos antiguos vinculados al gusto neoclásico de la época.!6 Por el otro, 
también resulta cierto que las antiguas repúblicas municipales, o ciudades-provincias como 
las llamó Guerra, estaban “muy lejos de ser el remanso de libertad y el depósito de virtud cívi- 
ca exigidos por la teoría”17 Aquí se encuentra quizás el punto donde los senderos se bifurcan. 
Quienes enfatizan una clave disruptiva atienden no solo a la nueva retórica republicana sino 
también a las prácticas institucionales asociadas “por la teoría” al modelo republicano. Sin 
negar la relevancia de esta opción, resulta también válido preguntarse por la proyección de 
una serie de elementos que, como los privilegios que daban existencia jurídica a las repúbli- 
cas municipales, perdieron visibilidad bajo los nuevos lenguajes, pero tuvieron significativas 
consecuencias para los períodos posteriores. 

Asumir la segunda alternativa requiere considerar la persistente y fundamental relevancia 
del orden corporativo en la estructura política del antiguo régimen y su proyección tras el 
colapso imperial a comienzos del siglo XIX. En esta línea, ha sido posiblemente Annick Lem- 
périéere quien con mayor profundidad exploró el peso del modo corporativo de gobierno, es- 
trechamente asociado al concepto tradicional de república, en el tránsito entre la monarquía 
borbónica y la independencia en México. Al igual que Guerra, Lempériére dejaba bien en 
claro que el modelo de república que fungía como punto de partida de su historia estaba lejos 
de la “república humanista? es decir, de las “ciudades italianas que vio Pocock, revestidas por 
los valores de libertad y civismo” así como de la comunidad política unificada e “indivisible” 
prefigurada por Bodin. En su lugar, aparecía una república tomista, aristotélica y cristiana a la 
vez, entendida como “cuerpo político orientado hacia el bien común, la comunidad perfecta, 
ordenada según derecho y autosuficiente”18 

Como se sabe, esta noción de comunidad perfecta se utilizó desde antiguo, en diversas 
escalas, para describir diferentes instancias de asociaciones humanas, desde la familia hasta 
un reino o la monarquía toda, con lo cual, a partir de ella el análisis también puede salirse 
del significado municipal, solapándose con los otros sentidos más nuevos del término repú- 


15 Hilda Sábato y Marcela Ternavasio, “De las repúblicas rioplatenses a la República Argentina. Debates y 
dilemas sobre la cuestión republicana en el siglo XIX” en Pilar González Bernaldo de Quirós (dir.), ln- 
dependencias iberoamericanas. Nuevos problemas y aproximaciones, Fondo de Cultura Económica, Buenos 
Aires, 2015, pp. 237-274. 

16 Véanse los aporte de Carole Leal Curiel, “Entre la división y la confederación, la independencia absoluta: 
problemas para confederarse en Venezuela (1811-1812)” y Georges Lomné, “Aux origines du Républica- 
nisme Quiténien en Véronique Hébrard y Genevieve Verdo (eds.), Las independencias Hispanoamerica- 
nas. Un objeto de Historia, Casa de Velázquez, Madrid, 2013, pp. 199-212 y 49-64, respectivamente. 

17 FrangoisXavier Guerra, “La identidad republicana .. 3 p. 273. 

18 Annick Lempériére, Entre Dios y el rey: la república. La ciudad de México de los siglos XVI al XIX, Fondo de 
Cultura Económica, México, 2013, pp.75-76. 
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blica. Guerra había advertido, por ejemplo, que el discurso republicano en Hispanoamérica 
tuvo que reivindicar su catolicidad para romper la identidad entre catolicismo y absolutismo 
monárquico.!? En cierto modo, un “republicanismo católico” de larga tradición ofrecía una 
imagen polivalente de comunidad capaz de funcionar en diversas escalas y diferentes con- 
textos.20 Este tipo de modulaciones parece reflejar mejor un escenario en el que el nuevo 
lenguaje político articula y condensa elementos del pasado que se preservan y se reinstauran 
en el nuevo orden republicano. El catolicismo, revalidado en su papel de ley fundamental en 
todas las primeras constituciones hispanoamericanas, no solo remitía al culto de los ciudada- 
nos, sino que implicaba asumir como verdadera una determinada lectura de la naturaleza, un 
particular esquema de valores y una precisa economía del orden social, comenzando por el 
paradigmático y estructurante lugar de la familia. 

Bajo estas condiciones, la pregunta sobre aquella combinación entre lo viejo y lo nuevo 
que mencionaba Botana nos lleva a reflexionar acerca de otros aspectos de las antiguas re- 
públicas municipales que fueron — delibera o disimuladamente — preservados bajo el nuevo 
lenguaje republicano. Se trata de observar cómo, por debajo de la retórica política, se preser- 
varon elementos anclados al nivel más estable de la tradición jurídica.?! El caso del Río de la 
Plata nos plantea, además, algunos desafíos relacionados con las particularidades del contexto 
que requieren, ahora, una breve referencia. 


Particularidades del contexto rioplatense 


Si bien las dinámicas que habremos de observar se relacionan, en buena medida, con elemen- 
tos generales de la tradición jurídica hispana y, por lo tanto, no resultan ajenas a la mayoría 
de las experiencias de la región, es necesario considerar la incidencia de ciertas condiciones 
propias del contexto rioplatense. Entre ellas, algunas se refieren las circunstancias geopolíti- 
cas, demográficas y económicas, cuya influencia no puede soslayarse. En este sentido, mere- 
cen destacarse la presencia de amplias zonas de fronteras con territorios no conquistados, la 
escasa densidad de población, la alta desestructuración de las comunidades indígenas coloni- 
zadas, así como las enormes distancias que separaban a las ciudades entre sí. Esto último no 
solo dificultaba las relaciones comerciales, obligando a las ciudades a subsistir de su propia 





12 Erangois-Xavier Guerra, “La identidad republicana ..3 p.271. 

20 Gabriel Entin, “Catholic Republicanism: The Creation of the Spanish American Republics during Rev- 
olution” Journal of the History of Ideas, vol. 79, n.2 1 (2018), pp. 105-123. Véase también, Max Deardorff, 
Republics, their Customs, and the Law of the King. Convivencia and Self Determination in the Crown 
of Castile and its American Territories, 1400-1700, Rechtsgeschichte — Legal History, N2 26 (2018), pp. 162- 
199. 

21 Sobre la necesidad de discernir entre discursividad política y tradición jurídica y sus diferentes dinámicas 
cronológicas, Alejandro Agúero, “Introducción” en ídem (coord.), Tradición jurídica y discursividad políti- 
ca en la formación de una cultura estatal. Trayectorias rioplatenses, siglo XIX, Instituto de Investigaciones de 
Historia del Derecho, Buenos Aires, 2019, pp. 11-35. 
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producción durante buena parte de su vida colonial, sino que también constituía un obstá- 
culo para el control que las jurisdicciones superiores debían ejercer sobre las elites locales.22 

Además de esos aspectos, hay algunos factores más directamente relacionados con la his- 
toria jurídico-política que resultan especialmente relevantes para nuestro análisis. En primer 
lugar, la región rioplatense se mantuvo al margen del constitucionalismo gaditano. Si bien 
la Constitución de Cádiz tuvo mucha influencia en la redacción de estatutos y reglamentos 
provisorios, el espacio rioplatense quedó fuera de todo el proceso legislativo y constituyente 
de las cortes gaditanas. En consecuencia, la región no experimentó ninguno de los efectos 
asociados a la vigencia de aquella constitución. En concreto, no se dio nada parecido a una 
“revolución territorial de los pueblos” ni a la “eclosión municipalista” que la historiografía 
ha vinculado directamente con la regulación gaditana del orden municipal.23 Por la mis- 
ma razón, tampoco se dieron las condiciones para que se consolidaran espacios políticos de 
nivel intermedio, como ocurrió con las diputaciones provinciales establecidas por el texto 
doceañista a las que se ha atribuido una relevante incidencia en la formación del federalismo 
mexicano.?24 

En segundo lugar, no solo no hubo eclosión municipalista, sino que los cabildos fueron 
abolidos, a partir de 1820, por determinación de cada una de las nuevas autoridades provin- 
ciales constituidas por esos mismos años. Tras un período de convivencia entre instituciones 
provinciales y municipales, estas fueron abolidas por decisión de las primeras, en algunos 
casos bajo fuertes tensiones internas, en otros por considerarse, simplemente, que se superpo- 
nían en sus funciones. Estas medidas se justificaron, en ocasiones, en un discurso que oponía 
un sentido moderno de la representación a la vieja corporación capitular propia del gobierno 
monárquico. Sin embargo, no parece que fuera la única razón, ni la más determinante en la 
generalidad de los casos.25 





22 Sobre la formación colonial de las jurisdicciones municipales, Darío Gabriel Barriera, Abrir puertas en 
la tierra. Microanálisis de un espacio político. Santa Fe, 1573-1640, Museo Histórico Provincial de Santa Fe, 
Santa Fe, 2013. Para las particularidades del orden colonial y el poder municipal, Alejandro Agúero, Cas- 
tigar y perdonar cuando conviene a la república. La justicia Penal de Córdoba del Tucumán, siglos XVI y XVIII, 
Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, Madrid, 2008. 

23 La principal referencia sigue siendo Antonio Annino, “Cádiz y la revolución territorial de los pueblos 
mexicanos, 1812-1821” en ídem (ed.), Historia de las elecciones en Iberoamérica, siglo XIX. De la formación 
del espacio político nacional, Fondo de Cultura Económica, Buenos Aires, 1995, pp. 177-226. El argumento 
ha sido luego retomado en otros trabajos del mismo autor y por otros autores que dejamos aquí de citar 
por razones de espacio. 

24 Nettie Lee Benson, La diputación provincial y el federalismo mexicano, El Colegio de México, México, 1955. 

25 Marcela Ternavasio, “La supresión del cabildo de Buenos Aires: ¿crónica de una muerte anunciada?, Bole- 
tín del Instituto de Historia Argentina y Americana “Dr. Emilio Ravigniant”, Tercera serie, n.2 21 (2000), pp. 
33-73; Alejandro Aguero, “La extinción del cabildo en la república de Córdoba, 1815-1824” Boletín del 
Instituto de Historia Argentina y Americana “Dr. Emilio Ravignant”, Tercera Serie, n.2 37 (2012), pp. 43-84; 
Eugenia Molina,“La disputa por la legitimidad: discursos subversivos y conspiraciones en el contexto de 
la desaparición del Cabildo de Mendoza, Río de la Plata, 1822-1825”, Jahrbuch fúr Geschichte Lateinameri- 
kas, n.2 $1 (2014), 257-282; Darío Barriera, “La supresión del cabildo y la creación de los juzgados de paz: 
dimensión provincial de la justicia de equidad en el litoral rioplatense (Santa Fe, 1833)” en Elisa Caselli, 
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Más allá de las razones invocadas, la eliminación del orden municipal nos plantea una di- 
ficultad añadida: ¿cómo trazar continuidades con respecto a instituciones que formalmente 
desaparecieron? Si bien los cabildos fueron abolidos, la antigua noción de república que sos- 
tenía el fenómeno municipal en la tradición jurídica siguió operando como referente común 
que permitía entrelazar la ciudad colonial con la nueva provincia. A su vez, por esos mismos 
años, el término república en singular comenzaría a designar también al conjunto que busca- 
rían instituir esas provincias mediante pactos, primero, y luego a través de una constitución 
común cuya sanción definitiva solo llegaría al comenzar la segunda mitad del siglo.26 Pero es 
aquel antiguo sentido local de república el que nos interesa destacar para analizar su proyec- 
ción y su impronta en el proceso de organización constitucional logrado entre 1853 y 1860. 


De repúblicas municipales a provincias “soberanas” 


La mayor atención que la historiografía ha puesto en reconstruir el sentido disruptivo de re- 
pública ha implicado dejar en una zona de penumbra ese momento de ambigúedad en el que 
dicho término remitía tanto a las viejas ciudades, como a las nuevas provincias y al espacio 
común que infructuosamente estas procuraban constituir. Por ejemplo, cuando Guerra ana- 
lizó el uso de la voz república en los textos y proyectos constitucionales hispanoamericanos, 
le sorprendió que en el Río de la Plata — “una de las regiones en las que el lenguaje político 
fue más radical” según sus palabras — , no se encontrara el término república en ningún docu- 
mento oficial entre 1810 y 1816 y que hubiera que esperar hasta 1826 para que la palabra apa- 
reciera en el título de un texto constitucional, refiriéndose a la frustrada constitución unitaria 
de la “República Argentina” de ese año.27 La afirmación pasaba por alto, sin embargo, el uso 
que las ciudades seguían haciendo del término, así como su utilización en las constituciones 
provinciales que comenzaban a surgir en esos tiempos. 

Sería excesivo analizar las actas capitulares para dar cuenta de un uso que no varió en los 
primeros años del proceso revolucionario. Recordemos, simplemente, la conocida argumen- 
tación que hacía la ciudad de Jujuy, cuando a comienzos del proceso revolucionario, en 1811, 
reclamaba ser tratada como “una pequeña república que se gobierna a sí misma” para evitar 
así su dependencia de Salta, la capital provincial.28 Tres años después, la ciudad de Córdoba 
defendía su derecho a elegir los oficios capitulares, frente a un gobernador nombrado por la 





Justicia, agentes y jurisdicciones. De la Monarquía Hispánica a los Estados Nacionales (España y América, siglos 
XVEXIX), Fondo de Cultura Económica-Red Columnaria, Madrid, 2016, pp. 427-450. 

26 José Carlos Chiaramonte, Ciudades, provincias ..., sigue siendo la referencia fundamental, así como nume- 
rosos trabajos posteriores del mismo autor, incluyendo su libro más reciente, Raíces históricas del federalis- 
mo latinoamericano, Sudamericana, Buenos Aires, 2016. Para síntesis del proceso rioplatense, véase Hilda 
Sábato y Marcela Ternavasio, “De las repúblicas .. 

27 Francois-Xavier Guerra, “La identidad republicana .. pp. 258-259. 

28 J. C. Chiaramonte, Raíces históricas del federalismo ..., p. 113. 
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junta de Buenos Aires, con un alegato que entrelazaba los privilegios coloniales de la ciudad 
con el nuevo lenguaje de los “derechos del hombre” y en el que sobresalían las referencias a 
la doctrina jurídica del antiguo régimen sobre el gobierno municipal, con citas a Hevia Bo- 
laños, Castillo de Bobadilla y al específico tratado sobre las elecciones de los oficios de república 
publicado por Antonio Fernández de Otero a mediados del siglo XVII.22 

A partir de 1815, se sucederían diversas de declaraciones de independencia proclamadas 
por municipios que buscaban asegurar su control territorial, al tiempo que se ponían por 
primera vez en marcha mecanismos de elección popular de autoridades capitulares y gober- 
nadores provinciales.30 En pocos años más, tras el fracaso de la constitución general de 1819, 
comenzarían a promulgarse las primeras constituciones locales sancionadas en nombre de 
esas nuevas provincias “soberanas e independientes”31 En estos textos, el término república 
aparece con relativa frecuencia como sinónimo de provincia y/o estado, y designa tanto la 
nueva unidad provincial como el conjunto con/federativo futuro, identificado este también 
con una “nación” de inciertas dimensiones. Así, por ejemplo, la constitución de Tucumán 
de 1820 comienza con un breve pre4mbulo en el que la provincia se declara “una República 
libre e independiente, unida sí con las demás que componen la América del Sud .. 232 

La constitución de Córdoba de 1821, por poner otro ejemplo, fue sancionada en nombre 
de la “Provincia libre y soberana” erigida sobre la jurisdicción de esa ciudad. A lo largo de su 
texto hay numerosas referencias al “Gobernador de la República” (art. 4, secc. VÍ, cap. 12; art. 
1, 4 y 14, secc. VI, cap. 14; art. 11, secc. VI, cap. 16; art. 8, secc. VII, cap. 23; art. 9, secc. VII, 
cap. 24, etc.), a los “fondos de la República” (art. 10, secc. IV, cap. 10) los “habitantes de esta 
República” (art. 6, secc. VI, cap. 14), la “independencia de esta República” (art. 20, secc. VIII, 
cap. 23), “magistrados de esta República” (secc. VII, cap. 28), etc. Estas designaciones, como 
decíamos, alternan con expresiones que dejan entrever la sinonimia entre república, estado 
y provincia (i.e., Gobernador de la Provincia, Gobernador del Estado, la religión del Estado, 
etc.). Del mismo modo, no faltan referencias al “territorio de la República” (art. 8, secc. VI, 
cap. 13), ni usos que denotan una acepción más general, como los que remiten al “buen orden 
de la República” (art. 18, secc. VIIL cap. 23) o a la “felicidad y prosperidad de la República” 
(art. 12, secc. VÍ, cap. 15). Por otra parte, aparece también la expresión más cabalmente rela- 


» 


» 


cionada con el sentido municipal de república cuando se regulan los “empleos de República” 
(arts. 3 y 5, secc. MI, cap. 6). Al mismo tiempo, la previsión de un horizonte de integración 
con las demás provincias se dejaba notar en una serie de artículos específicos destinados a 





29 Alejandro Agúero, “Entre privilegios corporativos y derechos del hombre. Sobre el lenguaje jurídico de 
la revolución, a propósito de las elecciones capitulares en Córdoba, 1814” Revista de Historia del Derecho, 
n.2 51 (2016), pp. 1-16. 

30 Marcela Ternavasio, La revolución del voto. Política y elecciones en Buenos Ares, 1810-1852, siglo XXI, Bue- 
nos Aires, 2002, pp. 37-43. 

31 Sobre la importancia histórica de estas constituciones provinciales ha insistido en diversos trabajos José 
Carlos Chiaramonte. A modo de síntesis reciente, véase Raíces históricas del federalismo ..., pp. 122 ss. 

32 María G. Pedicone de Valls, Análisis de las Constituciones de Tucumán, 1820-2006, Universidad del Norte 
Santo Tomás de Aquino, Tucumán, 2014, p. 16. 
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repartir atribuciones entre la provincia y el futuro congreso general, así como en un sugestivo 
subtítulo que encabezaba el documento con la siguiente fórmula: “Sistema Presupuesto el de 
Una República Federada”.33 

De manera que, en este texto provincial — uno de los más duraderos e influyentes en el con- 
texto regional — ,se conjugan los tres sentidos de república: para designar el orden político en 
general, para designar la unidad política que se conforma a partir del viejo espacio municipal 
y para designar la futura unión política resultante de un esperado proceso constituyente ge- 
neral. Ciertamente que la institucionalización de la provincia implicó comenzar a desligar el 
término república del gobierno de la ciudad, referenciado como municipio o cabildo (secc. 
VII, caps. 24 y 25) hasta su derogación en 1824.34 

Hemos tomado el ejemplo de Córdoba, pero el análisis podría reproducirse, con algunos 
matices, en las demás provincias. Una primera constatación se impone. Antes de aquella cons- 
titución general de 1826 señalada por Guerra, son estas constituciones provinciales las que 
muestran un lenguaje en el que el término república funcionaba como soporte común para 
aquella combinación de viejos y nuevos significados. Ahora bien, cabe preguntarse, ¿en qué 
medida la transformación institucional que implicó la conformación de las provincias y la 
abolición de los cabildos significó un cambio sustancial en los elementos tradicionalmente 
asociados a la noción municipal de república? O bien, ¿qué elementos de la vieja cultura jurí- 
dica vinculados con dicha noción se proyectaron sobre el nuevo orden político? 

Como lo hemos adelantado, la derogación de las instituciones municipales fue justificada 
en algunos casos, como en el de Buenos Aires, con un discurso de claro tono disruptivo, en 
el que se hacía referencia a la incompatibilidad entre los viejos cabildos, propios de un “Go- 
bierno Monárquico absoluto” y las instituciones que debían regir en un gobierno “represen- 
tativo” en el que la autoridad suprema había “retrovertido a la sociedad”35 Con matices, aun 
reconociendo el efecto de factores coyunturales y cuestionando la consistencia de aquellos 
fundamentos, este proceso fue leído como efecto resultante de las “disputas de representación 
política” generadas a partir de “la búsqueda de una legitimidad de reemplazo a la ya caduca 
legitimidad monárquica”.36 

Constituidas bajo el principio de soberanía popular, las nuevas salas de representantes, o le- 
gislaturas provinciales, no solo habrían reemplazado a la antigua e innecesaria representación 
corporativa de los cabildos por una representación moderna, sino que, además, el cambio 
habría implicado el paso “de una concepción del espacio político con base en las ciudades 
a otra que concebía el territorio como una compleja trama en la que se articulaban ciudad 
y campo”37 La movilidad social generada por el contexto revolucionario habría estimulado 





33 Juan Ferrer, Gobernar en tiempos de Constitución. Córdoba en los orígenes del constitucionalismo provincial 
argentino (1821-1855), Editorial UNC, Córdoba, 2018, que incorpora en anexo el texto de la constitución. 

34 Vid. supra, nota 25. 

35 Una transcripción en J. C. Chiaramonte, Ciudades, provincias ..., pp. 437-438. 

36 M. Ternavasio, “La supresión del cabildo ..3 p. 38. 

37 Hilda Sábato y Marcela Ternavasio,“El voto en la república. Historia del sufragio en el siglo XIX en H. Sá- 
bato et alii, Historia de las elecciones en la Argentina 1805-2011, El Ateneo, Buenos Aires, 2011, pp. 47-52. 
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este proceso, favoreciendo la incorporación de la población rural al nuevo escenario políti- 
co. Como señaló Chiaramonte, el antiguo mundo político “centrado en el status de ciudad” 
resultaba incompatible “con otro que intentaba definir un universo electoral basado en la 
figura del ciudadano moderno y constituyendo un solo pueblo soberano, formado por los 
habitantes de ciudad y campaña en igualdad de derechos”. Aun cuando el criterio adoptado 
en Buenos Aires desfavorecía la representación proporcional de la población rural, el autor 
destacó la “significativa ampliación de la participación política” que resultó del nuevo régi- 
men electoral, así como el reemplazo del antiguo mecanismo del mandato imperativo.38 

En líneas generales, esta explicación marcaría, así, la ruptura generada por un orden pro- 
vincial estructurado en función de nuevos principios republicanos, o del constitucionalismo 
liberal, como se ha sugerido. Aunque se trata de una lectura basada principalmente en la ex- 
periencia de Buenos Aires y que — como algunos autores reconocen — no se puede extrapolar 
completamente a otras provincias, ella ha servido como modelo para dar cuenta de fenóme- 
nos tales como la ampliación de la participación política, la politización del mundo rural y la 
implantación de una nueva clave de legitimidad basada en la soberanía popular. 

Curiosamente, fenómenos que en otras latitudes se relacionaron con la llamada eclosión 
municipalista gaditana, en el Río de la Plata quedaron estrechamente ligados a un proceso 
inverso, esto es, a la formación de unas provincias constituidas sobre las antiguas ciudades en 
las que las instituciones municipales fueron abolidas. Y es, paradójicamente, esa ausencia de 
municipios la que nos lleva a pensar más en la continuidad del antiguo sentido de república. 
Para esto tenemos que ver algunos elementos jurídicos vinculados a ella. 


Nuevas provincias, viejas repúblicas 


a) Un gobierno de muchas familias, comunidades (im )perfectas 


Más allá de las definiciones lexicográficas, cuando la doctrina jurídica de antiguo régimen 
abordaba el estudio de las instituciones municipales recurría a un concepto de república cu- 
yas notas nos sirven de orientación. En la celebérrima Política de Castillo de Bobadilla (1597), 
leemos la siguiente definición: “Republica es un orden de los ciudadanos, o es un orden de 
los que goviernan las ciudades, según Aristóteles, o según Ciceron, y otros, Republica es la 
hazienda del pueblo: o a mi parecer Rephblica [sic] es un justo govierno de muchas familias, 
y de lo comun a ellas, con superior autoridad.32 La noción de justo gobierno de muchas fa- 
milias, posiblemente inspirada en la formulación de Bodin, remitía a una concepción domés- 
tica de comunidad que en el mundo católico venía a refrendar la antigua noción de “policía 





38 J. C. Chiaramonte, Ciudades, provincias ..., pp. 184 y 187. 
32 Jerónimo Castillo de Bobadilla, Política para corregidores y señores de vasallos en tiempos de paz y de guerra, 
Joachin Ibarra, Madrid, 1759, vol. 1, Lib. I, cap. L p. 13. 
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cristiana”40 Ciertamente que, para el tiempo que nos interesa, no era este el concepto más 
frecuente de república. Pero formaba parte de un estrato discursivo profundo cuyas claves, 
junto con la identidad católica de las muevas repúblicas, conservaban la proyección de las 
estructuras domésticas sobre la comunidad política. 4! 

En esa concepción municipal de república, además, la noción de ciudad no tenía entonces 
el significado que tendría después, acotado al ámbito urbano, sino que integraba necesa- 
riamente su territorio circundante. Un aspecto distintivo de la república municipal era el 
tipo de dominio que se establecía sobre el territorio. A diferencia el dominio feudal, regio o 
señorial, se trataba de un dominio situado en cabeza de una pluralidad de linajes. Por ello, 
en la matriz medieval de este concepto, el municipio podía ser equiparado a un “señorío 
colectivo”42 El núcleo urbano es el ámbito donde se reúnen las familias que gobiernan la co- 
munidad, más allá de otras connotaciones socioeconómicas. Pero esas familias, en la mayoría 
de las ciudades, tienen también arraigo en el territorio en tanto que propietarios de tierras, 
hacendados, jueces rurales, etc. En la mayoría de las ciudades rioplatenses, quizás a excepción 
de Buenos Aires por su condición de ex capital virreinal y sede de audiencia, no hay una clase 
urbana que pueda ostentar una condición de vecindad ajena al mundo rural.4 

El territorio se considera parte esencial del patrimonio común del municipio, poseído en 
virtud de privilegios de fundación y de actos efectivos de posesión ejercidos en nombre de 
la ciudad. Es el espacio material de la “jurisdicción ordinaria”, donde la ciudad ejerce su au- 
toridad, pero también el espacio destinado a proveer el sustento material básico para la satis- 
facción de las necesidades comunes. La referencia a Aristóteles que se reproduce en casi toda 
la literatura de antiguo régimen sobre el gobierno de la ciudad implicaba una comprensión 
de la república como ámbito natural donde concurrían la gestión doméstica de los bienes 
para satisfacer las necesidades de los miembros, con las decisiones sobre los asuntos comunes 
(res publicae) debatidas y asumidas por los padres de familia que integraban el regimiento. 





40 Jesús Vallejo, “Concepción de la policía” en Marta Lorente (dir.), La jurisdicción contencioso-administrativa 
en España. Una historia de sus orígenes (Cuadernos de Derecho Judicial VII-2008), Consejo General del 
Poder Judicial, Madrid, 2009, pp. 117-144. 

41 Alejandro Agúero, “Republicanismo, Antigua Constitución o gobernanza doméstica. El gobierno pa- 
ternal durante la Santa Confederación Argentina (1830-1852); Nuevo Mundo Mundos Nuevos, Debates, 
Puesto en línea el 05 octubre 2018, disponible en: http://¡ournals.openedition.org/nuevomundo/72795. 

42 Sobre la relación entre territorial y municipal en el derecho medieval, Aquilino Iglesia Ferreiros, “De- 
recho municipal, Derecho Señorial, Derecho Regio” Historia, Instituciones, Documentos, n.2 4 (1977), 
pp. 115-197. Siguiendo a Domínguez Ortiz, Guerra ha destacado también que los grandes municipios 
castellanos tenían el carácter de “verdaderos señoríos colectivos, dominados por el ayuntamiento de la 
ciudad capital” Francois-Xavier Guerra, “El ocaso de la Monarquía Hispánica: revolución y desintegra- 
ción” en Antonio Annino y Francois-Xavier Guerra (coords.), Inventando la nación. Iberoamérica. Siglo 
XIX, Fondo de Cultura Económica, México, 2003, p. 190. 

43 Véase Romina Zamora, Casa poblada y buen gobierno. Oeconomía católica y servicio personal en San Miguel 
de Tucumán, siglo XVII, Prometeo, Buenos Aires, 2017. 
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La nalogía entre el gobierno de la casa (económica) y el gobierno de la ciudad (política) es 
otro tópico tradicional cuyas proyecciones no deben descuidarse.+ 

El carácter perfecto de la comunidad aristotélica y cristiana, como la definía Lempériere, 
remite precisamente a aquella capacidad para satisfacer las necesidades materiales y espiri- 
tuales de sus miembros. Ello denota una noción acotada y discontinua del espacio político, 
cerrado en torno a la jurisdicción de la ciudad, su población y territorio. Mientras el espacio 
político visto desde la corte era un artificio abstracto, homogéneo y divisible en función de 
la proyección de la jurisdicción del rey, desde la ciudad, en cambio, era un ámbito concreto, 
tangible, poseído y patrimonializado por la comunidad, concebido como “espacio dado” más 
que “decidido” y separado de los demás territorios no por líneas geométricas sino por zonas 
medias carentes de significación política.45 

El carácter de patrimonio común asignado al territorio municipal tendrá importantes con- 
secuencias para el futuro constitucional, como luego veremos. Más allá de esto, aquella no- 
ción de comunidad perfecta parecía seguir ofreciendo un punto de partida naturalizado que 
condicionaba las posibilidades construcción política a futuro. Veamos un ejemplo. Cuando 
en 1820 las ciudades rioplatenses se declararon soberanas e independientes, el gobernador 
de Córdoba envió una nota al teniente de Catamarca (ciudad subalterna de Tucumán) para 
aconsejarle que permaneciese vinculada a su capital. El consejo se basaba en las escasas po- 
sibilidades de Catamarca para satisfacer todas las necesidades de su comunidad. El general 
Bustos, gobernador y mentor de la constitución de Córdoba de 1821, decía allí que “Un 
Territorio, o Distrito, sea qual fuere su extensión, y población, para considerarse libre, e inde- 
pendiente ... debe contar en su seno con todo aquello que haya de necesitar para constituirse 
civil, eclesiástica y militarmente”46 

Muy pocas eran, en rigor, las ciudades que podían satisfacer esas condiciones. Menos aun 
las que podían llegar a ser reconocidas como estados soberanos en el nuevo concierto de 
las “naciones civilizadas” según el vocabulario difundido entonces por el nuevo derecho de 
gentes. Siendo así, ¿qué significado cabe atribuir a sus declaraciones de independencia y so- 
beranía? Podemos sugerir que el objetivo de esas declaraciones era blindar la jurisdicción de 
la ciudad, sellar la relación entre territorio y jurisdicción que provenía de la época colonial 
y asegurar así el espacio que históricamente controlaban las elites municipales. En unas ins- 
trucciones dadas para la asamblea constituyente de 1813, la ciudad de La Rioja expresó, entre 


44 Además del enjundioso libro de R. Zamora citado en nota anterior, la “Presentación” de Bartolomé Cla- 
vero, en pp. 17-21. Véase también, J. Vallejo, “Concepción de policía ..% pp. 122, y Agustín Casagrande, 
Gobierno de justicia, poder de policía La construcción oeconómica del orden social en Buenos Atres (1776-1829), 
Tirant lo Blanch, Valencia, 2019. 

45 Aplicando categorías de A. M. Hespanha y M. Meccarelli, Alejandro Agúero, “De privilegios fundacio- 
nales a constituciones. Territorio y jurisdicción en el origen de las provincias argentinas” en A. Aguero, 
A. Slemian y R. Diego-Fernández (coords.), Jurisdicciones, soberanías, administraciones. Configuración de los 
espacios políticos en la construcción de los estados nacionales en Iberoamérica, UNC-Colegio de Michoacán, 
Córdoba (Arg.)-Zamora (Méx.), 2018, pp. 441-476. 

46 Ernesto H. Celesia, Federalismo argentino. Apuntes históricos 1815-1821, “Córdoba”, Librería Cervantes, Bue- 
nos Aires, vol. II, 1932, p. 183. 
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otras cosas, que su pretensión era conservarse en el goce del “mero mixto imperio” que había 
adquirido “al tiempo de su fundación” y que era “equivalente” — decían las instrucciones — “a 
la soberanía que tiene y debe poseer sobre toda la extensión territorial (...)?47 

Si la declaración de soberanía e independencia podía tener aquella virtualidad de asegurar 
la conservación de la jurisdicción históricamente ejercida por las elites locales frente a las 
demás ciudades, la insuficiencia de esas comunidades para convertirse en actores realmente 
soberanos en el contexto internacional parecía imponer inexorablemente un horizonte de 
unión.48 Mientras que, para su gestión interior, las nuevas provincias podían auto-represen- 
tarse como perfectas, para el nuevo orden regional e internacional era comunidades imper- 
fectas obligadas a integrarse en una unidad política mayor. Por esta razón, todos los procesos 
de constitucionalización de las provincias aparecen signados por su carácter provisorio e 
inconcluso, siempre abiertos por la expectativa de una unión futura que solo llegará formal- 
mente en la segunda mitad del siglo, aunque desde la década de 1820 dicha unión se comen- 
zara a articular por medio de tratados y de una representación exterior común delegada en el 
gobernador de Buenos Aires. 


b) Jurisdicción, territorio y ¿soberanía popular? 


La abolición de las instituciones municipales, tras la asunción de la “soberanía” provincial en 
los términos señalados, implicó trasladar al nuevo espacio político los atributos naturaliza- 
dos y patrimoniales del viejo término municipal. En este sentido, perpetuó una relación con 
profundo arraigo en la cultura jurídica colonial. Recordemos que, en el lenguaje jurídico tra- 
dicional, aun en la primera mitad del siglo XIX, el término territorio remitía antes que nada 
al espacio de la ciudad y a la jurisdicción ordinaria del municipio. Este efecto redundaría en 
un fuerte condicionamiento a la hora de imaginar un “territorio nacional” o a la hora prefigu- 
rar el mapa interior de la república que se conformaría por la unión de todas las provincias. 
Combinado con los principios federativos, aseguraba la participación en pie de igualdad, en 
las futuras decisiones constituyentes, a una serie de actores territoriales muy diferentes entre 
sí, al tiempo que excluía de plano la incorporación de poblaciones no contenidas en aquellas 
repúblicas históricas, reproduciendo así la lógica colonial en los procesos constitucionales en 
ciernes. 50 


47 Ariosto González, Las primeras fórmulas constitucionales en los países del Plata (1810-1814), Barreiro y Ra- 
mos, Montevideo, 1962, p. 234. 

48 Sobre el sentido interno y externo de soberanía durante la primera década revolucionaria, N. Botana, “El 
primer republicanismo ..”; p. 158. 

42 Todavía en 1838, el célebre diccionario de Escriche definía “territorio” en estos términos: “El sitio o espa- 
cio que está comprendido dentro de los términos de una ciudad, villa o lugar, universitas agrorum intra 
fines cujusque civitatis; y el circuito, término o extensión que comprende la jurisdicción ordinaria” Joachin 
Escriche, Diccionario razonado de legislación civil, penal, comercial y forense, Ferrer de Orga, Valencia, 1838, 
p. 647. 

50 Bartolomé Clavero, Constitucionalismo colonial. Oeconomía de Europa, Constitución de Cádiz y más acá, 
Universidad Autónoma de Madrid, Madrid, 2016. 
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Aun si hacemos abstracción de la exclusión de las comunidades originarias y pensamos en 
la participación política dentro de estas nuevas repúblicas provinciales, algunas conclusiones 
se imponen. A diferencia de lo ocurrido en las regiones donde tuvo lugar la eclosión munici- 
palista derivada del texto gaditano, en el Río de la Plata, la ausencia de un nuevo orden mu- 
nicipal dentro de cada provincia dificultó en extremo la formación de espacios de participa- 
ción y representación política. Al contrario de lo que se ha interpretado, en la mayoría de las 
provincias rioplatenses, a excepción quizás de Buenos Aires, la abolición de los municipios 
no se tradujo en una participación electoral de la población rural capaz de alterar un patrón 
de integración ciudad-campaña que se venía consolidando desde finales de la época colonial. 
Esta integración se producía a través de diversos mecanismos de delegación y designación de 
oficios que recaían en una red de actores vinculados a la elite local, bajo una concepción de 
“república” en la que, como sugiere Tío Vallejo, la ciudad es sede de un gobierno que controla 
todo el territorio.51 

Veamos más en detalle el problema de la participación política en un territorio sin muni- 
cipios gobernado desde la vieja ciudad colonial. Consideremos nuevamente el caso de Córdo- 
ba y su constitución de 1821. Lejos del estándar gaditano de creación de ayuntamientos para 
las comarcas que alcanzaran las “mil almas” la abolición de los cabildos en Córdoba implicó 
que su población rural, estimada para 1840 en cerca de noventa mil habitantes, tuviera como 
única instancia de representación la de un elector de primer grado — para designar la legis- 
latura — por cada cuatro mil almas. El texto había diseñado, además, una legislatura — como 
representación soberana de la provincia — bajo la proporción de un diputado cada “12 mil 
almas” con lo que el primer congreso legilsativo fue integrado por cinco representantes titu- 
lares y cinco suplentes. Tan exiguo resultaba el cuerpo que, cinco años después, se modificó la 
norma, duplicando el número de representantes a razón de uno cada 6000 almas.52 

Más allá del simple argumento numérico, el texto constitucional reproducía los meca- 
nismos de exclusión derivados de las condiciones para perder o suspender la ciudadanía, lo 
que llevó incluso a uno de sus apologetas a calificar su sistema electoral como “el régimen 
más antidemocrático” posible, ya que privaba del derecho de sufragio a los no propietarios, 
esclavos y asalariados y establecía “la más odiosa clasificación entre ciudadanos ..?53 Posible- 
mente, en esto, la situación no difería mucho de otras experiencias americanas y europeas de 
la época, sin embargo, la ausencia de un orden municipal implicaba una notable desventaja 


51 Gabriela Tío Vallejo, Antiguo régimen y liberalismo. Tucumán 1770-1830, Universidad Nacional de Tucu- 
mán, San Miguel de Tucumán, 2001, pp. 279-280; ídem, “Vecindad y territorio en la construcción de lo 
político entre el Antiguo Régimen colonial y la construcción de un orden republicano” en Yovana Celaya 
Nández (coord.), Diálogos con una trayectoria intelectual: Marcello Carmagnani en El Colegio de México, El 
Colegio de México, México, 2014, pp. 207-244. 

52 Para el contexto y los datos citados, Silvia Romano, Economía, Sociedad y Poder en Córdoba. Primera mitad 
del silgo XIX, Ferreyra Editor, Córdoba, 2002, p. 353; ídem, “Las nuevas fuentes de legitimación del po- 
der y sus protagonistas en la configuración del sistema republicano y representativo en la provincia de 
Córdoba (1821-1855)” en César Tcach (coord.), Córdoba Bicentenaria. Claves de su historia Contemporánea, 
Editorial de la UNC — CEA, Córdoba, 2010, pp. 15-35. 

53 Ernesto H. Celesia, Federalismo ..., vol. UM, p.76. 
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comparativa en términos de espacios de participación política, especialmente en los amplios 
departamentos rurales en los que se dividió el territorio provincial, controlados por una red 
de jueces rurales designados por el gobernador.54 

Con una única instancia representativa concentrada en la legislatura, los electos por los 
distritos rurales eran en general notables que residían habitualmente en la ciudad o tenían 
vínculos con el territorio, como hacendados o jueces rurales. O bien, los elegidos por el dis- 
trito rural eran a menudo “sustituidos” por notables residentes en la ciudad para evitar las 
incomodidades de trasladarse hasta el espacio urbano. Como han señalado algunos estudios 
locales, este régimen aseguró “la conservación de privilegios y derechos de las elites”35, mos- 
trando el restringido impacto que las prácticas electorales tuvieron en la transformación de 
la dirigencia local, cuya renovación se daba de manera lenta y “sólo a nivel generacional y 
entre familiares” Al igual que lo señalado para Tucumán, en Córdoba tampoco se advierte 
“una discontinuidad tajante entre el mundo rural y el urbano al menos a nivel de la elite di- 
rigente”56 En tal contexto, hemos sugerido que, tanto por el número como por el nombre de 
sus miembros más conspicuos, la nueva legislatura cordobesa apenas se distinguía del viejo 
cabildo extinguido en 1824.57 

No se puede negar la importancia de una nueva clave de legitimación basada en la sobera- 
nía popular. Sin embargo, en estos casos las prácticas eletorales parecían destinadas a conver- 
tir “las jerqruías sociales en jerarquías políticas” favoreciendo la reproducción de un orden 
notabiliar?8, Como ha sugerido Botana, las prácticas electorales consagradas en las primeras 
décadas del XIX tuvieron la virtualidad de vaciar sobre el molde republicano un esquema 
de “representación invertida” en el que “la voluntad ciudadana” era reemplazada “por la del 
gobierno elector”3%, según un modelo que enlazaba con la praxis capitular de antiguo régi- 
men y que tendría un largo recorrido en tiempos constitucionales. Incluso en Buenos Aires, 
tras el auspicioso momento reformista de la década de 1820, la práctica electoral terminaría 
convirtiéndose, como se ha sostenido, en un “ritual de convalidación de las candidaturas del 
gobierno”60 La década 1830 vendría a inaugurar, tanto en Buenos Aires como en la mayoría 
de las provincias, un período de marcado cariz “unanimista” sobre la base de “una concepción 
de la representación profundamente antiliberal” que perduraría sin sobresaltos internos has- 


54 Silvia Romano, “Instituciones coloniales en contextos republicanos: los jueces de la campaña cordobe- 
sa en las primeras décadas del siglo XIX y la construcción del estado provincial autónomo” en Fabián 
Herrero, Revolución. Política e ideas en el Río de la Plata durante la década de 1810, Buenos Aires, 2004, pp. 
167-200. 

55 Valentina Ayrolo y Silvia Romano, “Poder y representación política en Córdoba, Argentina, a mediados 
del siglo XIX, Revista História UNISINOS, n.2 4, vol. 5 (2001) pp. 15-49. 

56 Silvia Romano, Economía, Sociedad y Poder ..., p.275 y 281. 

57 Alejandro Agúero, “La extinción del cabildo ..2 p. 59. 

58 Silvia Romano, “Las nuevas fuentes de legitimación ..3 p. 28. 

52 Natalio Botana, “El primer republicanismo .. pp. 167-169. 

60 ]. C. Chiaramonte, Ciudades, provincias ..., p. 189. 
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ta mediados del siglo XIX.*! El unanimismo sintonizaba además con la intolerancia religiosa, 
las restricciones a la libertad de expresión y la persecución política que caracterizaron las 
últimas décadas de la llamada “santa confederación” en la época de Rosas. Añadamos a este 
cuadro que el papel de la opinión pública se veía notablemente limitado en la mayoría de 
las provincias, predominando más bien una noción de “espíritu público” propia del orden 
tradicional.62 El cerrado carácter confesional, consagrado en las legislaciones provinciales, 
tampoco favorecía el debate ideológico, incluso antes de que Rosas fuera investido con la 
suma del poder público y bajo condición de defender la religión católica y la causa santa de 
la federación, en 1835. 

Por último, no podemos dejar de mencionar un persistente rasgo que reafirmaba la se- 
mejanza de estas nuevas repúblicas provinciales con las antiguas repúblicas municipales de 
la colonia. A pesar de lo dispuesto en las constituciones sobre la separación de poderes, los 
gobernadores ejercieron, en forma permanente o transitoria, pero con notable regularidad, 
el control último de la actividad judicial. Además de las constantes concesiones de facultades 
extraordinarias, la falta de abogados o la carencia de fondos para sostener tribunales letrados 
llevaron a que en la mayoría de las provincias no se establecieran cortes de justicia de última 
instancia independientes y que los gobernadores, junto con un asesor, ocuparan esa posi- 
ción.63 Es posible que la histórica conmistión entre gobierno y justicia, propia del paradigma 
jurisdiccional, facilitara la aceptación generalizada de estos desempeños.$4 

En este contexto, al margen del valor del principio de soberanía popular en la nueva retó- 
rica republicana, no resulta extraño que en el discurso público de los gobiernos provinciales 
se utilizara, como medio de legitimación, una “vasta gama de mecanismos que apelan a la 
tradición” tal como lo ha señalado, recientemente, Verdo.é5 





61 Marcela Ternavasio, “Hacia un régimen de unanimidad. Política y elecciones en Buenos Aires, 1828- 
1850” en Hilda Sábato (coord.). Ciudadanía política y formación de las naciones: perspectivas históricas de 
América Latina. FCE-Colmex, México, 1999, p. 141. 

62 Genevieve Verdo, ¿Ciudadanos de una nueva república? Legitimidad política y orden social en las repú- 
blicas provinciales del Río de la Plata”, en A. Agúero, A. Slemian y R. Diego-Fernández (coords.), Jurisdic- 
ciones, soberanías, administraciones ..., pp. 344-347. 

63 Víctor Tau Anzoátegui, “La administración de justicia en las provincias argentinas (1820-1853). Planteo 
preliminar” Revista de Historia del Derecho, n.2. 1 (1973), pp. 205-249. 

64 Sobre la complejidad para instaurar la separación de poderes a partir de la tradición jurisdiccional, en 
este tipo de escenario, véase Darío Gabriel Barriera, “Del gobierno de los jueces a la desjudicialización del 
gobierno. Desenredos en la trenza de la cultura jurisdiccional en el Río de la Plata (Santa Fe, 1780-1860), 
en A. Agúero, A. Slemian y R. Diego-Fernández (coords.), Jurisdicciones, soberanías, administraciones ..., 
pp. 371-406. 

65 Genevieve Verdo, “¿Ciudadanos de una nueva república? ..., p. 340. 
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Personas que nunca mueren: ciudades, constituciones y derechos 
históricos 


Más allá de las nociones aristotélico-tomistas sobre el carácter natural de las comunidades 
humanas, uno de los axiomas que regía la existencia de las instituciones corporativas del an- 
tiguo régimen sostenía que las dignidades, como los oficios y cuerpos políticos que represen- 
tan al pueblo, nunca mueren, es decir, que preservaban su identidad a pesar de los cambios, 
siendo así “inmortales desde el punto de vista jurídico”66 Siguiendo estos principios, todavía 
en la doctrina jurídica de finales del antiguo régimen el concejo municipal, como cuerpo de 
representación de un pueblo, era considerado una “persona pública” que “nunca muere” 
Por otra parte, la perpetuación de las comunidades institucionalizadas se reflejaba también 
en la constante revalidación de antiguos privilegios, así como en la promulgación de normas 
generales que, también hasta finales del antiguo régimen, ordenaban respetar “los privilegios 
de los pueblos, sus oficios y libertades, buenos usos y Costumbres”68 

Tras el quiebre del orden monárquico, la auto-adjudicación de soberanía pudo interpretar- 
se, como vimos, en términos de preservación de unos privilegios jurisdiccionales que ofrecían 
la base para la formación de las nuevas provincias soberanas. Como en casi todo el continente, 
las opciones federativas/confederativas atrajeron a las elites más apegadas a aquella tradición 
en tanto que implicaban un punto de partida que reconocía el viejo esquema de privilegios 
corporativos o, como también se ha sugerido, se ajustaban mejor a la lectura organicista del 
orden político sostenida por el naturalismo católico.52 No por caso, algunos liberales gadi- 
tanos habían mostrado su recelo hacia proposiciones de tipo federal, en tanto que podían 
entrañar la conservación de “particularismos provinciales” asimilados a privilegios forales del 
antiguo régimen que pretendían superar.70 Esa clave de preservación se hacía evidente cuan- 


» 


do se consideraba, por ejemplo, que el “sistema de federación y alianza” era el más “análogo” 





66 Antonio M. Hespanha, “Dignitas Nunquam Moritur”. Ou a durabilidade do poder no Antigo Regime” 
en Aquilino Iglesia Ferreirós et als1, Centralismo y autonomismo en los siglos XVEXVIH. Homenaje al Profesor 
Jesús Lalinde Abadía, Universitat, Barcelona, 1990, pp. 445-455. 

67 Ramón Lázaro de Dou y Bassols, Instituciones del Derecho público ..., L, p.216. 

68 Novísima Recopilación, 1805,7, 4, 1. 

62 Beatriz Rojas, “Los privilegios como articulación del cuerpo político, Nueva España (1750-1821)% en 
ídem (coord.) Cuerpo político y pluralidad de derechos. Los privilegios de las corporaciones novohispanas, Mé- 
xico: CIDE — Instituto Mora, 2007, pp. 45-84, p. 78-79. María Teresa Calderón y Clément Thibaud, La 
Majestad de los Pueblos en la Nueva Granada y Venezuela 1780-1832, Universidad del Externado de Co- 
lombia — Taurus, Bogotá, 2010, p. 98. Gabriel Entin, “República y Federalismo en América del Sur, entre 
la Monarquía hispánica y las revoluciones de Independencia” en Antonino De Francesco, Luigi Mascilli 
Migliorini, Raffaele Nocera (cords.), Entre Mediterráeno y Atlántico. Circulaciones, conexiones y miradas, 
1756-1867, Fondo de Cultura Económica, Santiago de Chile, 2014, pp. 362-392. 

70 Manuel Chust, “El poder municipal, vértice de la revolución gaditana? en Izaskun Álvarez Cuartero y 
Julio Sánchez Gómez (ed.), Visiones y revisiones de la independencia americana. La independencia de Amé- 
rica: la Constitución de Cádiz y las Constituciones Iberoamericanas, Ediciones Universidad de Salamanca, 
Salamanca, 2007, pp. 109-132, p. 116. No está de más recordar que el rechazo rioplatense a la constitución 
de Cádiz, se había basado, en parte, “en argumentos de un orden orgánico, fundado en una legitimidad 
tradicional y en los sujetos que la encarnaban', Natalio Botana, “El primer republicanismo ..” p. 159. 
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a los “climas, caracteres, y costumbres” que tenían las provincias de “esta parte de la América” 
como se afirmaba en una nota del gobierno de Córdoba en 1820.71 

Las opciones federativas/confederativas aprovecharon, en el Río de la Plata, ese arraigo 
derivado de la “analogía” con las antiguas costumbres y lograron imponerse a la república 
unitaria intentada en 1826. La tensión constante entre una soberanía de la nación y la sobe- 
ranía de los pueblos es un rasgo bien conocido del constitucionalismo hispano que, como se 
sabe, orientaba las acciones hacia dos programas diferenciados: el modelo unitario francés o 
los modelos federativos como el norteamericano.?2 Sin embargo, en la base del federalismo 
rioplatense operaba una noción de soberanía que no se derivaba de una concepción indivi- 
dualista de los derechos y contractualista de la sociedad, sino de la preservación de aquellos 
privilegios de tradición corporativa. En consecuencia, en el lenguaje de ese primer federalis- 
mo, aun cuando se articularan formulaciones de la nueva retórica liberal, las nociones de de- 
recho, igualdad y libertad operaron más como atributos de sujetos territoriales y corporativos 
que como predicados de un sujeto jurídico individualmente considerado.?3 Esta lógica, y la 
consecuente obliteración de los derechos individuales — aun en su restringida concepción 
primigenia —, serían también un rasgo apreciable en el proceso posterior a la organización 
constitucional del país.74 

Hacia finales de la primera mitad del siglo, las provincias de la llamada Confederación 
Argentina eran antiguos distritos municipales gobernados por un conjunto de familias que, 
en la mayoría de los casos, escasamente se diferenciaban de las que habían controlado los 
extinguidos cabildos coloniales. Ciertamente, habían incorporado nuevas prácticas de legi- 
timación, pero estas se articulaban con mecanismo tradicionales, haciendo que las nuevas 
provincias se parecieran “más a las antiguas repúblicas que a las modernas”?5 Los pactos 
interprovinciales firmados por los gobernadores de estas “antiguas repúblicas” impusieron, 
como condición síne qua non, que la futura constitución estableciese el sistema federal basado 
en el principio de igualdad de las provincias (Acuerdo de San Nicolás, 1852, arts. 2 y 5). Una 
igualdad que, a la luz de las notables diferencias de tamaño y población, no era otra cosa que 
un artificio que sellaba aquella obliteración de una ciudadanía pensada en clave de sujetos 
individuales, y blindaba definitivamente el vínculo tradicional entre territorio y jurisdicción 
derivado de los privilegios coloniales. 

En el sistema implantado por la constitución de 1853/1860 no hay ninguna mención acer- 
ca de cuáles eran los territorios que integraban el nuevo estado argentino. Aun cuando la 
mayoría de las provincias fundadoras presentaban límites indeterminados, la constitución, 





71 Ernesto H. Celesia, Federalismo Argentino ..., T.IL p. 183. 

72 Francois-Xavier Guerra, “La identidad republicana ..% p. 268. 

73 Ricardo Zorraquín Becú, El federalismo argentino, 2da. ed., La Facultad, Buenos Aires, 1953, pp. 66-67. 

74 Eduardo Zimmermann, “Constitucionalismo argentino, siglos XIX y XX: poderes y derechos” en 
Catherine Andrews (coord.), Un siglo de constitucionalismo en América Latina (1917-2017), CIDE-Sec. Rel. 
Exteriores-Archivo General de la Nación, México, 2017. 

75 Valentina Ayrolo, Funcionarios de Dios y de la República. Clero y política en la experiencia de las autonomías 
provinciales, Biblos, Buenos Aires, 2007, p. 46. 
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sin definirlos, garantizó la integridad territorial de las provincias, asumiendo así que sus te- 
rritorios constituían derechos preexistentes. Por esta razón, la doctrina y la Corte Suprema 
han interpretado que el Congreso, al ejercer la facultad de “fijar” los límites interprovinciales 
que le atribuye la Constitución, realiza “una función jurisdiccional” debiendo actuar como 
un juez según criterios del “debido proceso”. Esta comprensión del orden territorial no solo 
implicó una limitación al poder constituyente, propia de los modelos federales, sino que 
significó incorporar los privilegios de las ciudades coloniales, y el antiguo derecho español 
que les daba sustento, a la discusión constitucional a través de los pleitos interprovinciales. 
De esta forma, las provincias “fundadoras” revalidaron un relato de continuidad — desde la 
conquista hasta el presente — basado en la relación naturalizada entre privilegio, jurisdicción 
y territorio. Los conflictos limítrofes interprovinciales, activos incluso hasta el presente, con- 
tribuyeron así a que, en esta materia central del derecho público, la historia y el derecho se 
fusionaran en un discurso de continuidad en el que la antigua república municipal pudo 
todavía hacer valer sus credenciales.?6 


Conclusión: República y legitimidad histórica 


Si bien desde diversos registros historiográficos se ha reconocido la importancia de la noción 
municipal de república en los años posteriores a las revoluciones, esa impronta tiende a des- 
aparecer del análisis cuando nos situamos en la segunda década del XIX, momento en el que 
se afianza un “consenso republicano” frente al monarquismo predominante en la década an- 
terior.77 Centrados primordialmente en el problema de la legitimidad, los enfoques sobre el 
republicanismo tienden destacar el nuevo sentido de república, enfatizando así el profundo 
carácter disruptivo que el orden republicano representaría con respecto al pasado colonial.?8 
Monarquía y república aparecen entonces, antes que nada, como regímenes políticos opues- 
tos en cuanto al origen de la autoridad: uno basado en la herencia y los privilegios, el otro en 
la elección popular.?? El énfasis en el carácter disruptivo pareciera asumir que, en el plano de 
la legitimación, la alternativa monarquía vs. república implicó una suerte de opción a todo o 
nada. Como si, a pesar de la revisión a la fue sometida la imagen del absolutismo borbónico, 
siguiera operando la representación de una monarquía “centralista y absolutista que no dejó 
a su caída institución estable o legítima alguna”80 





76 Alejandro Agúero, “De privilegios fundacionales a constituciones .. 3 pp. 464-469. 

77 Frangois-Xavier Guerra, La identidad republicana ..3 p.255. 

78 Hilda Sábato, Republics of the New World ..., p. 183. 

72 Natalio Botana, Repúblicas y Monarquías. La encrucijada de la independencia, Buenos Aires, Edhasa, 2016, 
p. 15. 

80 Gabriel L. Negretto, “Pensando el republicanismo liberal en América Latina. Alberdi y la Constitución 
argentina de 18537 en José Antonio Aguilar y Rafael Rojas (coords.), El republicanismo en Hispanoamérica. 
Ensayos de historia intelectual y política, CIDE-Fondo de Cultura Económica, México, 2002, p. 214. 
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Este planteamiento parece olvidar que el mundo de los privilegios del antiguo régimen no 
se agotaba en la institución monárquica, ni en el linaje real, sino que también se proyectaba 
sobre la identidad corporativa y perenne de las repúblicas municipales y las “muchas fami- 
lias” que durante siglos las habían gobernado. Quizás algo de efecto teleológico, dinamizado 
por la inclinación que genera la secuencia monarquía — república, se advierte cuando se 
sostiene, por ejemplo, que “una de las características de los gobiernos que se establecieron en 
Hispanoamérica en la década de 1820 fue tratar de implantar un nuevo orden, en el que los 
privilegios característicos del periodo colonial desaparecieran y los ciudadanos encontraran 
en el ejercicio de sus derechos un medio para progresar individual y colectivamente”31 Cuan- 
do menos, parece precipitado considerar que la adopción de una nueva retórica republicana, 
impulsada por una serie concurrente de causales endógenas y exógenas, sea suficiente para 
inferir una voluntad política de eliminar un orden de privilegios que aseguraba la existencia 
jurídica de cada una de las repúblicas municipales. 

En nuestra perspectiva, por debajo de las nuevas estrategias discursivas, o incluso de las 
formulaciones sancionadas en los textos legales del período, permanecía el rocoso legado 
de aquellas repúblicas que sobrevivieron, como personas que nunca mueren, al colapso del 
orden colonial. Un legado que, más que un una persistencia aislada, se refleja en un complejo 
registro de elementos revalidados en el nuevo escenario, incorporados en las nuevas consti- 
tuciones (como la religión de estado), asimilados en determinados conceptos fundamentales 
(como la identificación entre privilegios jurisdiccionales y soberanía), o bien, aceptados de 
manera implícita mediante prácticas abiertamente contradictorias con la nueva axiología 
republicana (como la justicia en manos del gobernador, la censura, la persecución política, 
entre otras). Todo ello, en un contexto general de explícita conservación de la antigua legisla- 
ción, de procedimientos judiciales escasamente reformados y de continua vigencia de buena 
parte de la doctrina jurídica tradicional. Incluso, algo más soterrados, se advierten indicios de 
una persistente comprensión doméstica del poder público que, en diversas manifestaciones, 
encuentra también numerosas raíces en la tradición colonial.$2 

La nueva retórica republicana no se instauraba, entonces, sobre espacios carentes de “toda 
institución estable o legítima” A diferencia de los ayuntamientos constitucionales surgidos 





81 Alfredo Ávila, “El radicalismo republicano en Hispanoamérica: un balance historiográfico y una pro- 
puesta de estudio” Estudios de Historia Moderna y Contemporánea de México, año 39, n.2 58 (2011), p. 32. 

82 Existe una extensa bibliografía sobre la persistencia del derecho colonial, por razones de brevedad remito 
aquí a Ezequiel Abásolo, Bastante más que “degradantes andrajos de nuestra pasada esclavitud”. Fragmentos 
sudamericanos de la pervivencia de la cultura jurídica indiana durante el siglo XIX, Instituto de Investigacio- 
nes de Historia del Derecho, Buenos Aires, 2014; Marta Lorente, “More than just Vestiges. Notes for the 
Study of Colonial Law History in Spanish America after 1808” en Thomas Duve y Heikki Pihlajamaki 
(eds.), New Horizons in Spanish Colonial Law. Contributions to Transnational Early Modern Legal History, 
Max Planck Institute for European Legal History, Frankfurt, 2015, pp. 193-233; sobre la comprensión 
doméstica del poder, en este contexto, Alejandro Agúero, “Republicanismo, Antigua Constitución ..”; 
para sus raíces coloniales, Romina Zamora, Casa poblada ..., pp. 107-129; para su proyección como poder 
de policía, Agustín Casagrande, Gobierno de Justicia, poder de policía: La construcción oeconómica del orden 
social en Buenos Atres (1776-1829), Tirant lo Blanch, Valencia, 2019. 
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del momento gaditano, las repúblicas municipales rioplatenses no eran criaturas de la revo- 
lución ni del nuevo republicanismo, sino al revés. El mapa que recortan los actores del pacto 
constituyente argentino, en 1853, se deriva del reconocimiento de una serie de privilegios te- 
rritoriales que poco tenían ver con la soberanía popular. Ciertamente, no es una peculiaridad 
argentina que la geografía política se derive de la historia. Pero sí lo es, en el contexto regio- 
nal, el haber permanecido al margen de la “revolución territorial de los pueblos” alentada en 
otras latitudes por el constitucionalismo gaditano, así como haber abolido las instituciones 
de nivel municipal en todas sus formas. 

Manuel Chust ha sugerido que el constitucionalismo gaditano se mostró revolucionario 
en el aspecto municipal porque vinculó la creación de ayuntamientos con un criterio de- 
mográfico. De esta forma, según el historiador español, “el poder de la ciudadanía empezaba 
a residir en parámetros demográficos y no privilegiados”83 En el escenario rioplatense, los 
ayuntamientos fuero abolidos y los parámetros demográficos no tuvieron mayor trascenden- 
cia en la gestión territorial interna de cada provincia. Tampoco tuvieron relevancia en el pro- 
ceso constituyente general del país, en el que, a pesar de las enormes diferencias demográficas, 
cada provincia concurrió con dos representantes en virtud de la lectura federal del principio 
de igualdad. Se ha cuestionado incluso si esos convencionales representaban la soberanía 
popular de sus provincias, o si actuaban bajo mandato implícito de unos gobernadores que, 
arropados por las elites locales, habían tenido un control casi pleno de sus territorios en las 
décadas precedentes.$* 

Cuando, en 1852, el jurista J. B. Alberdi escribía desde el exilio sus bases para la organiza- 
ción constitucional argentina, entre los elementos que calificaba como “antecedentes federa- 
tivos” consideraba las “extensas franquicias municipales y la grande latitud dada al gobierno 
provincial, por el antiguo régimen español ...* Junto con esto, aludía a la “soberanía parcial” 
que “la revolución de Mayo” había reconocido a las Provincias “y que ningún poder central 
les ha disputado en la época moderna” Como hemos señalado, se puede trazar una clara rela- 
ción genealógica entre aquellas franquicias municipales y esta soberanía que, más que reco- 
nocida por la revolución de mayo, fue exitosamente preservada por las elites locales mediante 
la resignificación de sus privilegios de fundación. De hecho, tras aquellas consideraciones, 
Alberdi añadía una reflexión sobre esta vocación de preservación. Se refería, en concreto, a la 
imposibilidad “para reducir sin sangre y sin violencia a las Provincias o a sus gobernantes” y 
despojarlos de “un depósito, que, conservado un solo día, difícilmente se abandona en ade- 
lante: el poder de la propia dirección, la soberanía o libertad local”85 

Si tomamos como punto de partida el lugar que ocupaban los municipios en el discurso 
jurídico de la monarquía, incluso en sus expresiones más tardías, no resulta complejo imagi- 





83 Manuel Chust, “El poder municipal ..” p. 118 [cursiva en el original]. 

84 Aun tratándose de una fuente claramente direccionada, los argumentos de este cuestionamiento son 
atendibles, véase Rodolfo Rivarola, Del régimen federativo al unitario. Estudio sobre la organización política 
de la Argentina, J. Peuser, Buenos Aires, 1908, pp. 33-54, esp. p. 42. 

85 Juan Bautista Alberdi, Bases y puntos de partida para la organización política de la República Argentina, Plus 
Ultra, Buenos Aires, (1852) 1993, p. 117. 
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nar que muchas de las estrategias adoptadas tras el quiebre de orden colonial se orientaran a 
conservar ese poder a “la propia dirección” o “soberanía local” que, más que un solo día, las 
elites rioplatenses habían gozado desde la fundación misma de las ciudades. En este sentido, 
la noción tradicional de república, como gobierno de muchas familias, parece ofrecer el me- 
jor eslabón para entrelazar el viejo orden municipal con la nueva retórica política, para con- 
seguir aquella transacción pacificadora que el propio Alberdi creyó necesaria entre la (nueva) 
legitimidad republicana y la “vieja legitimidad”86 Antes que una “profunda ruptura” con el 
pasado colonial, en estos aspectos el nuevo republicanismo se explica mejor en términos de 
un proceso de “transición en/desde la tradición”*”, en el que la vieja noción municipal de 
república pudo proporcionar un silencioso sostén para la articulación de los nuevos estratos 
discursivos a los que se recurrió con el devenir de los acontecimientos durante la primera 
mitad del XIX. 





86 Natalio Botana, La tradición republicana. Alberdi, Sarmiento y las ideas políticas de su tiempo, Edhasa, Buenos 
Aires, 2013, p. 293. 

87 Carlos Garriga, “Prólogo” en A. Agúero, A. Slemian y R. Diego-Fernández Sotelo (coords.), Jurisdicciones, 
Soberanías, Administraciones ..., p. 17. 
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